[bookmark: _Toc366755199]Nº 15-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del cinco de abril de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc99633479]ARTÍCULO I
Documento N° 355-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc99633481]ARTÍCULO II
Documento N° 356-2022
Aprobación del Acta N° 14-2022 de la sesión celebrada el lunes 28 de marzo de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, y el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, se abstienen de aprobar los artículos del acta en los que no estuvieron presentes.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 14-2022 de la sesión celebrada el 28 de marzo de 2022.
ARTÍCULO III
Documento N° 389-2022
[bookmark: _Toc99633487]Los integrantes de esta Junta Administradora, con base en las manifestaciones realizadas por la Corte Plena en sesión N° 17-2022 celebrada 4 de abril de 2022, artículo XXI, donde se hizo alusión a varios temas relacionados con esta Junta, acuerdan: Solicitar a la Corte Plena, audiencia para el día 25 de abril de 2022, con el fin de poder realizar algunas aclaraciones con respecto a lo indicado por las personas integrantes de ese Órgano. Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99624484][bookmark: _Toc99633488]ARTÍCULO IV
Documento Nº 88-2022 / 371-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0121-DJA-2022 de fecha 31 de marzo de 2022, comunicaron:
“En atención al acuerdo adoptado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 05-2022, celebrada el 31 de enero de 2022, artículo V, comunicado mediante oficio N° 100-JUNAFO-2022 el 10 de febrero de 2022, que en lo conducente la parte dispositiva indica lo siguiente:

Por mayoría calificada, se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 17-JP-2022 del 21 de enero de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual remite nota de la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial – ASOJUPEN. 2.) Comunicarle a la presidenta de ASOJUPEN, que se cuenta con un procedimiento de comunicación con las personas jubiladas y pensionadas para atender dichas solicitudes, por los diferentes medios: a) Correo electrónico de la Unidad de Servicio al Cliente: srvcliente_jadm@poder-judicial.go.cr. b) Solicitud por medio del fax número: 2549-1591. c) Atención presencial en las oficinas ubicadas en Sabana Sur, Calle Morenos, 70 metros al sur de la iglesia del Perpetuo Socorro, edificio Impala. d) Solicitud en todas las Administraciones Regionales del Poder Judicial a lo largo del país. 3.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que en conjunto con la Dirección de JUNAFO, realicen la valoración de la factibilidad de otorgar ese tipo de información, por medio de la ASOJUPEN, de la persona asociada de esa entidad.

I-ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

La Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial (ASOJUPEN), remitió a la Dirección de la JUNAFO la siguiente gestión, que literalmente dice:

“Para su conocimientos y fines consiguientes, acusamos recibo del comunicado sobre el traslado de la Oficina del Departamento Financiero Contable. Sabemos que es impostergable este evento, sin embargo, como representantes de los jubilados y pensionados del Poder Judicial a nivel nacional, amparados a las múltiples quejas presentadas al respecto en forma oral y escrita y tomando en cuenta el problema tan serio por la incomodidad, que representa a nuestros agremiados personas de edad avanzada, y a veces sin medios electrónicos para solicitar algunos de sus servicios, (constancias de ingresos principalmente) deseamos externar nuestra inconformidad, no solo por lo apuntado, sino porque además, se deja de lado la condición vulnerable de los adultos mayores sin ofrecerles de previo alternativas que les permitan resolver de una forma más justa y equilibrada la imperiosa necesidad de obtener información específica y personal que guarda en archivo dicho Departamento.

Con base en lo anterior solicitamos se nos permita un medio más fácil y expedito (actualmente el País fue declarado alerta naranja), por ejemplo, que sea mediante la intervención directa de la Asojupen, que los afiliados puedan obtener su documento de desglose de su asignación mensual, ante la gestión telefónica., de nuestro asociado. Es claro y definitivo que nuestra población (jubilados y pensionados) merecen una atención y consideración especial y no olvidar que se trata de personas que dieron más de veinte años de su vida al servicio de la Institución del Poder Judicial. Algunas veces pareciera que solo constituimos inventario de deshecho. Muchas resoluciones hablan claro de los atropellos injustificados cuando el tema de las jubilaciones solo muestra restricción o rebajo y el otorgamiento del beneficio de la pensión se vuelve una espera agobiante por su dilación evidente. Recordemos que Dios primero todos gocen de este beneficio”.

Con base en lo anterior, la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 17-JP-2022 del 21 de enero de 2022, comunicó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo siguiente:

“Para su conocimiento y fines consiguientes, se informa que el pasado 18 de enero 2022 se recibió mediante correo electrónico oficio sin número, de la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial (ASOJUPEN) en la cual solicita:

“[…] se nos permita un medio más fácil y expedito, como por ejemplo que sea mediante la intervención directa de la Asojupen, que los afiliados puedan obtener su documento de desglose de su asignación mensual, ante la gestión telefónica, de nuestro asociado…”

Respetuosamente se remite para conocimiento de esa estimable Junta Administradora las siguientes consideraciones:

Que en protección de los derechos de todas las personas jubiladas y pensionadas que la solicitud de una constancia o certificación de beneficio de jubilación o pensión NO puede efectuarse por teléfono, ya que no se estaría realizando ningún tipo de autentificación de la identidad del usuario, por lo que se puede poner en riesgo la información de las personas beneficiarias del fondo.

Que la Sala Constitucional en voto Nº 2021013200, expediente 21-008726-0007-CO, página 26, indica:

“[...] que si bien el ciudadano tiene derecho a conocer la información individualizada relativa a las pensiones de los funcionarios públicos (incluyendo el monto bruto percibido), no existe un derecho a conocer el desglose de las deducciones aplicadas a una pensión en específico, ni el monto líquido o neto que el jubilado recibe por concepto de pensión...” el resaltado no es del original. 

Que, en los casos de ser una entidad financiera u asociación gremial del Poder Judicial autorizada, se podrá remitir un machote oficial de autorización para la solicitud de constancia, que deberá ser firmado por la persona usuaria y adjuntar la copia de su documento de identificación.

Adicionalmente, esta Dirección ha puesto a disposición de todas las personas jubiladas y pensionadas los siguientes medios para la solicitud de constancias o certificaciones de ingresos:

[bookmark: LPlnk794130]Correo electrónico de la Unidad de Servicio al Cliente: srvcliente_jadm@poder-judicial.go.cr.

Solicitud por medio del fax número: 2549-1591.

Atención presencial en las oficinas ubicadas en Sabana Sur, Calle Morenos, 70 metros al sur de la iglesia del Perpetuo Socorro, edificio Impala.

Solicitud en todas las Administraciones regionales del Poder Judicial a lo largo del país.

(…)

Por este motivo, del análisis realizado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se solicitó a esta Dirección en conjunto con la Asesoría Legal, que realizaran una valoración de la factibilidad de otorgar ese tipo de información, a la persona asociada de esa entidad.

II-ANÁLISIS DE LA GESTIÓN PRESENTADA POR LA ASOJUPEN Y NORMATIVA APLICABLE:

Concretamente, la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial, solicita que la JUNAFO permita un medio más fácil y expedito, como por ejemplo que sea mediante la intervención directa de la ASOJUPEN, que las personas afiliadas puedan obtener su documento de desglose de asignación mensual, ante una gestión telefónica. Es importante desarrollar los alcances de la solicitud y lo que implicaría acceder a la petición, en ese sentido, es menester mencionar que al solicitar que se les pueda brindar un desglose por afiliado de su asignación mensual, se estaría brindando no solo el monto bruto, sino también el monto líquido, sobre esto, tanto la Dirección de la JUNAFO como la Asesoría Legal recalcan lo mencionado por la Sala Constitucional en su voto número Nº 2021013200, expediente 21-008726-0007-CO, en donde, -en lo conducente, menciona que un tercero no tiene un derecho a conocer el desglose de las deducciones aplicadas a una pensión en específico, ni el monto líquido o neto que el jubilado recibe por concepto de pensión, lo anterior por ser un dato de índole personal, en ese orden de ideas, al permitir que una asociación pueda acceder a esa información vía telefónica, se estaría violentando el legítimo tratamiento de sus datos personales, por cuanto la Dirección de la JUNAFO no podría verificar mediante un proceso idóneo que la persona interesada es quien está solicitando o requiere la información, o en su defecto está autorizando a la Asociación para que realice ese trámite.

Aunado a lo anterior, en nuestra legislación encontramos la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, en donde textualmente indica que su aplicación es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada, asimismo, expone que es aplicable a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos.

En la citada ley, en su artículo 3, nos expone las definiciones de conceptos relevantes para el presente estudio, como, por ejemplo, en su inciso d) detalla el significado de “Datos personales de acceso restringido”, indicando que son aquellos que, aun formando parte de registros de acceso al público (en este caso como los montos brutos de las Jubilaciones y Pensiones), no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública (montos líquidos); además en su inciso f) nos muestra la definición del “Deber de confidencialidad”, indicando que es obligación de los responsables de bases de datos, guardar la confidencialidad con ocasión del ejercicio de las facultades dadas por esta ley, principalmente cuando se acceda a información sobre datos personales y sensibles. Esta obligación perdurará aun después de finalizada la relación con la base de datos. 

Analógicamente, podemos traer a colación lo mencionado por la Sala Constitucional en su resolución N° 14997-2003 del 17 de diciembre del 2003, relativo a las deducciones de cada persona, si bien es cierto, menciona que es aplicable para salarios, lo cierto del caso, es que las deducciones que se aplican a los ingresos mensuales, son de carácter personal, por lo que exponen lo que se detalla a continuación:

 “(…) No obstante, en este caso la información allí detallada, contiene información privada que únicamente le interesa al funcionario involucrado por cuanto indica las operaciones de crédito o ahorro u otras deducciones que tiene con Bancos, cooperativas, u otros organismos. La Sala entiende el carácter público y el derecho que tiene todo ciudadano a conocer en forma general cuál es el salario nominal de un funcionario que ocupa determinado puesto en la Administración Pública, pero para obtener el desglose y monto del salario devengado (salario neto) de un determinado funcionario en particular, tiene que demostrar un interés legítimo para poder acceder a tal información. (…)”. 

Como se indicó líneas atrás, el caso citado anteriormente aplica de forma analógica en las jubilaciones y pensiones, tomando en consideración que los montos brutos de estas son de acceso público por ser un interés general, sin embargo, al otorgar un desglose en donde se indiquen los montos netos de cada persona, se estaría violentando el derecho fundamental de la autodeterminación informativa, trayendo a colación que la Dirección de la JUNAFO no tendría veracidad de la persona a la que se le está entregando la información o control sobre el uso que los funcionarios de dicha asociación efectúen sobre la citada información.

Con base en lo anterior, esta Dirección de la JUNAFO en aplicación de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, está obligada a ejercer un efectivo control sobre los datos personales que en nuestras bases de datos se compilen y su posible distribución a terceros.

Ahora bien, es importante exponer que la misma Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, en su artículo 5, punto 2, estipula que se puede otorgar un consentimiento por parte de la persona interesada, para que un tercero recopile datos de la persona titular, sin embargo, este consentimiento deberá constar por escrito, ya sea en un documento físico firmado o electrónico con su respectiva firma digital, el cual podrá ser revocado de la misma forma, sin efecto retroactivo. En la propuesta presentada por la ASOJUPEN, únicamente detalla que la información sea entregada vía telefónica, y bajo esta metodología, no se podría verificar ese consentimiento indicado anteriormente.

Es importante para la Dirección de la JUNAFO, así como la Asesoría Jurídica, indicar que las personas jubiladas y pensionas, puedan contar con una forma más fácil de acceso a la información, es por esto, que administrativamente se ha puesto a disposición los siguientes medios para la solicitud de constancias o certificaciones de ingresos, que se detallaron en su momento en el oficio N° 17-JP-2022 del 21 de enero de 2022, a saber:

1. Correo electrónico de la Unidad de Servicio al Cliente: srvcliente_jadm@poder-judicial.go.cr.

2. Solicitud por medio del fax número: 2549-1591.

3. Atención presencial en las oficinas ubicadas en Sabana Sur, Calle Morenos, 70 metros al sur de la iglesia del Perpetuo Socorro, edificio Impala.

4. Solicitud en todas las Administraciones regionales del Poder Judicial a lo largo del país.

Es menester indicar que entendemos la importancia de la gestión presentada por la ASOJUPEN, considerando que buscan un método que le permita a las personas jubiladas y pensionadas agremiadas a esa entidad de poder contar con mayor facilidad con los desgloses indicados, sin embargo, no se considera viable implementar la entrega de la información, por medio de llamadas telefónicas, en aras de resguardar el derecho fundamental de la autodeterminación informativa, valorando que no se tendría certeza si la información se estaría entregando a la persona interesada y esto representa un riesgo latente en cuanto a una posible filtración de la información.

III-CONCLUSIONES:

Analizada la gestión presentada por la ASOJUPEN, esta Dirección de la JUNAFO y la Asesoría Legal, no recomiendan que se otorguen vía telefónica los desgloses de las asignaciones mensuales, debido a que no se tendría certeza de que la persona interesada es la que realiza la solicitud o quien la autoriza, tomando en consideración lo externado por la Sala Constitucional en su voto número Nº 2021013200, indicando que un tercero no tiene un derecho a conocer el desglose de las deducciones aplicadas a una jubilación o pensión en específico, ni el monto líquido o neto que la persona jubilada o pensionada recibe por asignación mensual de este régimen.

Aunado al punto anterior, la Dirección de la JUNAFO está en la obligación de aplicar el deber de confidencialidad, de conformidad con el artículo 3 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, indicando que es obligación de los responsables de bases de datos, guardar la confidencialidad con ocasión del ejercicio de las facultades dadas por esta ley, principalmente cuando se acceda a información sobre datos personales y sensibles.

Es menester indicar que de conformidad con el artículo 5 de la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, las personas interesadas podrán otorgar un consentimiento para la recolección de dicha información, pero esta debe realizarse bajo los parámetros estipulados en ese cuerpo normativo, entre ellos debe constar el consentimiento por escrito o digital debidamente firmado, documentos que por medio llamada telefónica no se podría garantizar. 

Finalmente, es importante informar que la Dirección de la JUNAFO está en toda la disposición de colaborar con la entrega de la información requerida, es por este motivo que se han implementado varias metodologías en aras de brindar alternativas a las personas jubiladas y pensionadas para que adquieran la información de interés.

Por todo lo antes descrito, se deja rendido lo solicitado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 05-2022, celebrada el 31 de enero de 2022, artículo V, valorando garantizar la seguridad de la información de las personas jubiladas y pensionadas.

Lo anterior para la estimable consideración y análisis, del cuerpo colegiado que usted preside.”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por rendido y aprobado el informe presentado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0121-DJA-2022 de fecha 31 de marzo de 2022, así como las recomendaciones indicadas en el informe, en consecuencia, hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Nacional de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial – ASOJUPEN.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99529456][bookmark: _Toc99633491]ARTÍCULO V
Documento Nº 361-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0191-JP/DJA-2022 del 25 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Patricia Sánchez Saborio, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Gilberto Rojas Jinesta, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 3 de octubre de 2021.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 9 de noviembre de 2021, recibió la gestión de la señora Sánchez Saborio, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.

II. Valoración socioeconómica practicada
 
Mediante informe N° 21-001458-0728-TS suscrito por la Licda. Melisa Alfaro Alfaro, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Sánchez Saborio. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

La señora Patricia Sánchez Saborio cuenta con 54 años, con escolaridad de primaria completa y se dedica a la atención del hogar.

De acuerdo con certificación de matrimonio la evaluada contrajo nupcias con el señor Gilberto Rojas Jinesta y procrean un hijo Esteban Gilberto Rojas Sánchez. Los ingresos económicos de dicho grupo familiar provenían de la labor que ejercía el señor Rojas Jinesta. Conforme a constancia salarial percibía un monto bruto mensual de ¢814,079.00 (ochocientos catorce mil setenta y nueve colones con 00/100) y neto mensual de ¢64,004.00 (sesenta y cuatro mil cuatro colones con 00/100). 

La señora Sánchez Saborio no generaba ingresos económicos propios, tampoco su hijo el señor Esteban Gilberto Rojas Sánchez, esto según Reporte de Cuotas Activas del IVM de fecha 09/02/2022 a nombre de Esteban Gilberto Rojas Sánchez y a lo manifestado por la señora Patricia. Por lo que, el ingreso total neto que percibía el núcleo familiar al momento del fallecimiento del señor Rojas Jinesta era de ¢64,004.00 (sesenta y cuatro mil cuatro colones con 00/100). 

El grupo familiar actual de la evaluada lo integra esta y su hijo Esteban Gilberto Rojas Sánchez de 27 años de edad. Para enero de 2022 devenga un salario de ¢179,407.58 (ciento setenta y nueve mil cuatrocientos siete colones con 58/100) que se constituye como ingreso económico; además, doña Patricia manifiesta que cuenta con ahorros, de acuerdo con estado de cuenta de ahorros del Banco Nacional el monto asciende a ¢7,398,472.00 (siete millones trescientos noventa y ocho mil cuatrocientos setenta y dos colones con 00/100), con los cuales sufraga sus gastos en la actualidad.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Conclusiones

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

 El peritaje socioeconómico practicado a la señora Patricia Sánchez Saborio, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Gilberto Rojas Jinesta, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Sánchez Saborio dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N°9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

 Según certificaciones aportadas por la señora Sánchez Saborio, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

 El estudio revela que el fallecimiento del señor Rojas Jinesta, le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

 De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica que doña Patricia señaló que en la actualidad sufraga sus gastos con los ahorros que posee, además del apoyo que tiene del ingreso de su hijo Esteban.

VI. Datos de interés

 [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor Gilberto Rojas Jinesta, mantenía una condición de servidor judicial activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (17 años, 2 meses y 14 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que el señor Rojas Jinesta, conforme las disposiciones de la Ley N° 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢363,865.48 (trescientos sesenta y tres mil ochocientos sesenta y cinco colones con 48/100) mensuales en bruto.

 [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Sánchez Saborio de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, el cual para este caso equivaldría a ¢291,092.38 (doscientos noventa y un mil noventa y dos colones con 38/100) mensuales en bruto.

 Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 9 de noviembre de 2021, un total de 27 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Rojas Jinesta. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Sánchez Saborio, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:
-
(…)”
- 0 -
Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Patricia Sánchez Saborio, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Gilberto Rojas Jinesta, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0191-JP/DJA-2022 del 25 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Sánchez Saborio cuya asignación mensual será de ¢291,092.38 (doscientos noventa y un mil noventa y dos colones con treinta y ocho céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecido, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 09 de noviembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
[bookmark: _Toc99529458][bookmark: _Toc99633493]ARTÍCULO VI
Documento Nº 362-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0193-JP/DJA-2022 del 25 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Leda María Hidalgo Peraza, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Luis Ugalde Umaña, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 26 de noviembre de 2021.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 02 de diciembre de 2021, recibió la gestión de la señora Hidalgo Peraza, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N° 21-000963-0721 TS suscrito por la Licda. Myriam Liliana Solano Mora, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Hidalgo Peraza. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La señora Leda María Hidalgo Peraza cuenta con 72 años y se ha dedicado a la atención del hogar.

Ella y el señor Carlos Luis Ugalde Umaña contrajeron matrimonio el 23 de enero de 1971. Iniciaron vida matrimonial en Alajuela y hace aproximadamente 42 años se trasladaron a Desamparados, San Rafael Abajo. Se reportó convivencia estable, siendo que, finalizó con el fallecimiento del señor Ugalde Umaña.

El matrimonio Ugalde Hidalgo procreó 3 hijas y 3 hijos, de quienes se conoció que actualmente mantienen contacto con la valorada y se constituyen en su red de apoyo. Su hijo menor mantiene convivencia con la señora Leda.

Las personas entrevistadas fueron congruentes en indicar que la dinámica familiar, tanto en el período de crianza del grupo filial como durante la edad adulta de los hijos e hijas, se basó en roles tradicionales según sexo, siendo el señor Ugalde Umaña el proveedor de la familia y la señora Hidalgo Peraza se encargó de las obligaciones domésticas. La crianza de los hijos e hijas contó con la participación tanto del progenitor como de la progenitora.

Se respalda lo antes indicado, con la revisión del reporte de cuotas obrero patronales de la CCSS a nombre de la valorada, el que no registra cuotas aportadas, situación que evidencia que doña Leda no desarrolló actividad laboral en el ámbito formal de la economía. Es así como el señor Carlos Luis se encargó de cubrir los gastos familiares durante la crianza de los hijos e hijas y, posterior a la independencia del grupo filial, continuó asumiendo la manutención de la señora Leda.

De la situación sociofamiliar actual y relevante en esta valoración, se conoció que habita junto con su hijo menor, quien labora como oficial de seguridad privada. Dentro de la dinámica familiar actual, se reporta acompañamiento emocional por parte de sus hijos.

De su salud señala que, desde el fallecimiento de su cónyuge, es paciente de psicología en el Hospital Blanco Cervantes. Además, se observaron documentos que reflejan atención en Hospital de la Mujer, en el servicio vascular periférico y en el EBAIS de la comunidad donde reside, en medicina general. Requiere medicación para atender la fibromialgia e hipertensión.

Actualmente el hijo menor apoya con gastos familiares, de los que mencionaron servicios públicos y algunos alimentos. La mayoría de los gastos familiares los asume la señora Leda con el dinero recibido por el Socorro Mutuo y algunos ahorros. Según narro la hija entrevistada, doña Leda se limita en adquirir bienes de primera necesidad, por temor a que se acabe el dinero disponible, situación que le genera angustia e inseguridad.

En cuanto al domicilio familiar, se conoció que ha mantenido estabilidad y seguridad, siendo que el inmueble que habita es propio, adquirido por el don Carlos Luis, actualmente se registra sin hipotecas ((datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)). En valoración social domiciliar, se observó que disponen de mobiliario y electrodomésticos básicos y el inmueble en buen estado de conservación.

Como se identificó en la revisión digital del Registro Nacional, la referida no registra ningún bien (mueble ni inmueble). El señor Carlos Luis, además de la propiedad antes indicada, registra un (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); los que se mantienen en circulación y para uso familiar.

Como expectativa ante la solicitud planteada, la señora Leda expresó “que se me asigne la pensión de mi esposo, porque él es el que me vio toda la vida”.

IV. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Conclusiones.

Con base en lo antes expuesto se puede concluir que:

 El peritaje socioeconómico practicado a la señora Leda María Hidalgo Peraza, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Carlos Luis Ugalde Umaña, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Hidalgo Peraza dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

 Según certificaciones aportadas por la señora Hidalgo Peraza, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

 El estudio revela que el fallecimiento del señor Ugalde Umaña le ha causado a su esposa afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada quien a pesar de contar con el apoyo de su hijo este es insuficiente para la satisfacción de todas las necesidades que presenta el grupo familiar.

 La edad avanzada de la señora Hidalgo Peraza, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura.

 Según la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, la señora Leda asume la mayoría de los gastos familiares con el dinero recibido por el Socorro Mutuo y algunos ahorros. Además, según narro la hija entrevistada, doña Leda se limita en adquirir bienes de primera necesidad, por temor a que se acabe el dinero disponible, situación que le genera angustia e inseguridad.

VI. Datos de interés

 [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Carlos Luis Ugalde Umaña era de ¢611,092.78 (seiscientos once mil noventa y dos colones con 78/100) mensuales en bruto.

 Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Hidalgo Peraza de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢488,874.22 (cuatrocientos ochenta y ocho mil ochocientos setenta y cuatro colones con 22/100) mensuales en bruto.
 
 Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 02 de diciembre de 2021, un total de 3 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Ugalde Umaña. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Hidalgo Peraza, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
- 0 -
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Leda María Hidalgo Peraza, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Carlos Luis Ugalde Umaña, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0193-JP/DJA-2022 del 25 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Hidalgo Peraza cuya asignación mensual será de ¢488,874.22 (cuatrocientos ochenta y ocho mil ochocientos setenta y cuatro colones con 22/100) mensuales en bruto, equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 27 de noviembre de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99633496]ARTÍCULO VII
Documento N° 1175-2021 / 352-2022
La señora Claudia Gabriela Carballo Gómez, pensionada Judicial, en nota del 24 de marzo de 2022, presentó lo siguiente:
“Quien suscribe, CLAUDIA GABRIELA CARBALLO GOMEZ, calidades ya conocidas en autos, en tiempo y forma presento RECURSO DE REVOCATORIA Y APELACION EN SUBSIDIO en contra de la resolución NOTIFICADA SEGÚN OFICIO REFERENCIA San José, 17 de marzo de 2022, Oficio N° 0189-JUNAFO-2022, según Acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022 de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. 

El presente recurso, se presenta únicamente en lo referente al monto fijado de pensión por cónyuge sobreviviente, en cuanto AL OTORGAMIENTO DEL DERECHO DE PENSION INDICADO EN LA RESOLUCION, no existe recurso alguno y este punto en particular debe tenerse como firme. Se reitera que el recurso es únicamente en cuanto al monto fijado, bajo los siguientes argumentos:

PRIMERO: VIOLACION DE LOS PRINCIPIOS PACTADOS en Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Belém do Pará” (1994) y Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). Falta de fundamentación, análisis y criterio de juzgamiento desde una perspectiva de género. 

La resolución aquí recurrida, carece de un análisis serio de la normativa vigente sobre la materia, es claro que el aquí causante, generó todo un patrimonio y cotizó para un FONDO no de forma individual, sino que gracias al esfuerzo mancomunado con la suscrita de décadas, años en los cuales la actora participó activamente, cuidando, velando, protegiendo, administrando, lavando, aplanchando, cosiendo, cocinando, limpiando, sembrando, cuidando plantas, cerdos, aves, trabajo de finca, durante toda la vida matrimonial. El Causante fue lo que fue no solo por su conocimiento, sino que gracias al mutuo auxilio, comprensión, apoyo y ayuda de la actora. La resolución recurrida invisibiliza años de atenciones y trabajo en el hogar y una TOTAL DEPENDENCIA ECONÓMICA DE LA SUSCRITA DEL PATRIMONIO DEL AQUÍ CAUSANTE. 

Bajo este análisis que se debe de efectuar para el correcto juzgamiento desde una perspectiva de género, la resolución no ha fundamentado adecuadamente su resolución, no solo es cubrir los gastos básicos de la suscrita, es crear una discriminación en perjuicio de la mujer, pues se le está negando el acceso a los mismos resultados que al hombre, a un proyecto de vida, no solo es brindar lo que en derecho corresponde para vivir los años que me quedan de vida. 

“un enfoque jurídico o programático puramente formal, no es suficiente para lograr la igualdad de facto con el hombre, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva. Además, la Convención requiere que la mujer tenga las mismas oportunidades desde un primer momento y que disponga de un entorno que le permita conseguir la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar a la mujer un trato idéntico al hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado. En ciertas circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico de mujeres y hombres para equilibrar las diferencias” Corte IDH. Propuesta de modiUicación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la Naturalización. Recomendación General 25. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer, párr. 8. Esta Recomendación fue citada en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, México 2013. p. 35.

“La noción de igualdad […] es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerar inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se le reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad.” Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A. Párr. 55. Esta OC fue citada en el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, México 2013. p. 29.

No solo es otorgar una pensión para el cónyuge sobreviviente, es buscar la justa equidad de las posibilidades y resultados a la mujer, es el reconociendo de un derecho a la mujer a su desarrollo, el cual debe ser de igual a la expectativa de vida que tenía cuando el causante vivía y no menor. La resolución debe buscar equidad e igualdad en el proyecto de vida de la suscrita. 

SEGUNDO: INCORRECTA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA Y FALTA DE FUNDAMENTACION. VIOLACION AL PRINCIPIO DE PROBIDAD Y LEGALIDAD. 

Se fija una pensión por sobrevivencia a favor de la suscrita de NOVECIENTOS MIL COLONES MENSUALES, sin un fundamento jurídico, y únicamente basado en que, esa era el monto que recibía por PENSION ALIMENTARIA según expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) del JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO, por lo que se aplica lo dispuesto en el artículo 228 de la LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL, propiamente lo dispuesto en el inciso C:

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante. (El resaltado es de la suscrita)
Y es la aplicación de este inciso lo que sirve de base para la fundamentación de este RECURSO, al momento de fallecimiento del causante, NO EXISTIA UNA SENTENCIA FIRME DE PENSION ALIMENTARIA, toda vez que, el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) del JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS ni siquiera habido recibido la prueba documental y testimonial que las partes habían planteado en el proceso. Únicamente existía una PENSION PROVISIONAL, lo cual como bien sabrá la JUNTA no era un monto definitivo y mucho menos probatorio de las necesidades económicas de la suscrita y el proyecto de vida que tenía y tengo, proyecto que dependía total y plenamente de mi Esposo y aquí causante. 

Adjunto como elemento videnti et probando, tanto la resolución de primera instancia sobre la pensión alimentaria como la de segunda instancia, siendo que, en ambos casos es claro el análisis de la necesidad de hondar en las necesidades de la suscrita y los elementos probatorios, pues al inicio del proceso no se cuenta con la totalidad de la parte probatoria. 

Dicta la RESOLUCIÓN EXPEDIENTE: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) – 5, PROCESO: FIJACIÓN ALIMENTARIA, ACTOR: GABRIELA CARBALLO GOMEZ, DEMANDADO: ANTONIO PATRICIO GOMEZ MENA, JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO. - A las quince horas y treinta minutos del catorce de mayo de dos mil veinte y cito textualmente:

“Por esas razones, si bien la pretensión de la actora es de dos millones de colones mensuales, en este momento se considera que lo prudente es reducir ese monto hasta contar con un panorama probatorio más amplio, ya que la suscrita no cuenta con todos los elementos probatorios que reflejen los ingresos reales del demandado. Tome en cuenta tanto la parte actora como la parte demandada, que la cuota alimentaria establecida provisionalmente, es una cuota que se establece aún cuando no se tienen todos los elementos probatorios necesarios para contar con un panorama más amplio con respecto a las posibilidades y necesidades de las partes involucradas y se fija sin perjuicio de lo que se resuelva en sentencia cuando el Juez cuente con un mayor elenco probatorio.”

Es claro que para este momento procesal no se tenía un monto fijado de forma definitiva. 

En igual sentido el Juzgado de Familia señaló en la resolución de segunda instancia:

EXPEDIENTE Nº: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), PROCESO: SEGUNDA INSTANCIA, ACTORA: GABRIELA CARBALLO GÒMEZ, DEMANDADO: ANTONIO PATRICIO GÒMEZ MENA, N° 2020002476, SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA, JUZGADO DE FAMILIA DE CARTAGO. A las once horas cincuenta y siete minutos del quince de diciembre de dos mil veinte. Señala puntualmente:

“Por las razones dadas, es improcedente acoger las solicitudes de ambas partes, y modificar el monto de pensión alimentaria provisional establecido. Se confirma la resolución recurrida. Lo anterior mientras se evacua todas las pruebas y se dicta Sentencia definitiva. Con estas consideraciones se considera bien fundamentada y sin vicio alguno la resolución recurrida.” (lo subrayado y resaltado es de la suscrita y no del original)

Queda claro de los dos extractos de las resoluciones supracitadas que no existía una fijación definitiva de la pensión alimentaria en dicho proceso. Por lo que la JUNTA comete un grosso error al considerar que ese es el monto que se me debe otorgar por pensión. 

Así las cosas, existe un clarísimo error de interpretación y aplicación de la normativa existente en el proceso, toda vez que al momento de acogerse la pensión por parte de la JUNTA no existía ante tribunales de justicia un monto en sentencia fijado a favor de la suscrita. 

En cuanto a la fundamentación de la resolución que aquí se RECURRE, es claro que se carece de ésta, no hay una exposición probatoria y mucho menos sustentable desde el punto de vista de FUNDAMENTACION, que, de pie a un análisis de fondo, para determinar si la suscrita es merecedora, del 20%, 30%, 40%, 50%, 60%, 70% o bien el 80% de la pensión que recibía mi ex esposo. Se me niega un derecho a un proyecto de vida por la falta de valoración probatoria y fundamentación en el presente asunto. 

Si el monto fijado es porque existía un proceso de pensión alimentaria que había fijado una pensión provisional (análisis y fundamentación que tampoco tiene la resolución aquí recurrida), debe tenerse en claro que como se ha mencionado supra, dicho proceso no tenía sentencia en firme y, por lo tanto, el argumento cae por el propio peso de la normativa de la Ley orgánica ya citada. 

TERCERO. DIFERENCIA ENTRE LA PENSIÓN PROVISIONAL Y LA PENSIÓN DEFINITIVA. 

Si bien líneas atrás se demarcaron que existe un error en la aplicación de la normativa a la hora de establecer el monto de la pensión, es importante remarcar las diferencias que existen entre una pensión alimentaria provisional y una pensión alimentaria definitiva, lo cual es medular para la asignación del monto correspondiente. 

En caso de querer enmarcar mi caso, bajo el inciso c del numeral 228 de la Ley Orgánica de Poder Judicial, se está omitiendo hacer un análisis más profundo, obviando que la cuota alimentaria de novecientos mil colones que yo recibí por varios meses, era una cuota alimentaria provisional y no la definitiva. 

Para exponer de una mejor manera esta idea, me permito traer a colación una jurisprudencia del Tribunal de Familia de San José, el cual mediante el voto NÚMERO: 373 -2016 indicó: 

“Ya la Sala Constitucional ha puntualizado al respecto que “(…) el derecho a la prestación alimentaria se deriva de los vínculos familiares que impone ya sea el matrimonio, la patria potestad o bien el parentesco, y tiene como objeto asegurar al beneficiario alimentario el suministro de aquellos extremos necesarios para su normal desarrollo físico y psíquico. Así, la obligación de dar alimentos tiene sustento tanto en los artículos 51 y 52 de la Constitución Política, como en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ya que con su satisfacción se le garantiza al acreedor alimentario el disfrute de una serie de derechos humanos indispensables para su subsistencia y desarrollo integral, entre los que se incluyen, entre otros, el derecho a la vida, a la salud, a la vivienda y a la educación (ver en este sentido las sentencias número 2001-07517 de las catorce horas con cincuenta minutos del primero de agosto del dos mil uno y 2003-15392 de las quince horas con cincuenta y ocho minutos del diecinueve de diciembre del dos mil tres). Es justamente ese carácter fundamental de la obligación alimentaria el que justifica que se prevea la fijación de una pensión provisional mientras se conoce de una demanda de alimentos -a fin de que los acreedores alimentarios puedan satisfacer de forma inmediata sus necesidades básicas mientras se tramita y resuelva la respectiva demanda-, así como que su pago se pueda garantizar por medio del apremio corporal, conforme a lo establecido en los artículos 165 del Código de Familia, 21 y 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias (ver en este sentido sentencia número 2003-8604 de las dieciséis horas con cuarenta minutos del diecinueve de agosto del dos mil tres). 

(…) 

Por tratarse de una fijación prudencial, tanto los ingresos de quien debe cubrirla como los requerimientos de la acreedora se determinan de manera preliminar, con medios probatorios escasos y, en particular, prestando especial atención a los alegatos de la o del solicitante. De ahí que esté sujeta a variación, ya sea mediante los recursos que se planteen contra el proveído que la establece o por la sentencia de fondo que, en definitiva, resuelva el asunto cuando se haya instruido debidamente. 

(…)”

Por otra parte, el mismo diccionario usual del Poder Judicial, conceptualiza la pensión alimentaría provisional, como la “que se fija interina o temporalmente mientras se conoce la resolución definitiva acerca de una demanda de alimentos, con el fin de que los alimentistas satisfagan de forma inmediata sus necesidades básicas; además de que el pago se pueda exigir bajo advertencia de apremio corporal”; por lo que señalar que la pensión de debe fijar es de novecientos mil colones, bajos los términos del inciso c del 228, evidencia un poco interpretación de la norma, toda vez que en dicho numeral se habla de la pensión alimentaria fijada en sentencia firme, no obstante ese monto correspondía a una provisional que posteriormente sería modificada, muy probablemente en aumento dadas las posibilidades económicas del acreedor alimentario y el estilo de vida al que nos encontrábamos acostumbrados. 

Ampliando esta diferencia entre una cuota y la otra, es importante indicar que, en la Revista Judicial, Poder Judicial de Costa Rica, Nº 125, el especialista en derecho de familia M.Sc. Ricardo Núñez Montes de Oca, realiza un ensayo sobre las pensiones alimentarias, donde conceptualiza y diferencia ambas figuras, para lo que nos interesa se puede traer a colación lo siguiente: 

“En este punto, es necesario establecer las diferencias conceptuales entre la fijación de la cuota provisional de alimentos y la fijación de la cuota definitiva de alimentos, en primer término “la fijación alimentaria provisional ha de entenderse como una medida cautelar, pero su análisis debe hacerse a la luz de los derechos fundamentales que se pretenden garantizar con su imposición”. Más adelante el mismo autor indica que “como medida cautelar que es, la pensión alimentaria provisional debe cumplir los requisitos en los cuales se fundamentan dichas medidas, a saber: la apariencia de buen derecho (fumus bonis iuris) y el peligro de demora (periculum in mora). 

(…)

En cuanto a los alimentos provisionales, la apariencia de buen derecho se plasma en el hecho de que las partes se ajusten a los supuestos de las personas que se deben alimentos, del artículo 169 de CF. Por su parte, el peligro en la demora, se justifica por la necesidad implícita, diaria y apremiante de los alimentos en sentido amplio, tal como la ley lo indica. 

(…)

Este monto regirá mientras se tramita el proceso, este puede recurrirse tanto horizontal como verticalmente, con el recurso de revocatoria y el de apelación respectivamente; es decir, existen dos oportunidades para oponerse en caso de desacuerdo al monto provisional. Con relación al monto de pensión definitiva, pero revisable, este se impone luego de haber recabado la prueba ofrecida y que conste en el expediente, es la culminación del proceso, este monto se encuentra contenido en la sentencia final, y, en tesis de principio, la sentencia debe resolver todos los puntos requeridos. La fijación de este monto es el que regirá, hasta que este sea aumentado o disminuido en un proceso posterior, si es que se presenta, también este monto sufre de aumentos automáticos.” (La negrita no es del original)

De todo lo anterior se puede concluir que, si bien estoy dentro de los supuestos del 228 para ser beneficiaria de la pensión de mi esposo ya fallecido, no se debe tomar como monto la pensión alimentaria provisional que me fue otorgada bajo el expediente ventilado en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, toda vez que dicho monto es provisional y no obedece a una sentencia judicial en firme, que haya dictado ese monto como pensión definitiva. 

CUARTO. FALTA DE ELEMENTOS OBJETIVOS EN EL ACTO ADMINISTRATIVO

Si bien el proceso para fijar la pensión se rige por la reglamentación y normativa del Poder Judicial, la resolución recurrida es un acto más que conforma un Procedimiento Administrativo, es decir que la resolución recurrida es un acto administrativo. 

Ernesto Jinesta Lobo define el acto administrativo de la siguiente manera: 

“... es una declaración unilateral de decisión, conocimiento o juicio efectuada en el ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos concretos o generales, de alcance normativo o no, en forma directa o inmediata (...)”.

Un acto administrativo se considera válido cuando se conforme sustancialmente con el ordenamiento jurídico, entendido este en su sentido más amplio, como el conjunto de normas y leyes vigentes en el país. (art. 128 LGAP) Lo anterior significa que un acto administrativo será válido cuando sus elementos se encuentren sustancialmente conformes al ordenamiento jurídico, por lo que para poder examinar dicha validez se debe tener claridad sobre los elementos que lo componen.

Un acto de esta naturaleza deberá contener una serie de elementos objetivos y subjetivos, teniendo los primeros la Competencia, la Investidura y la Legitimación; de los cuales no tenemos duda que la resolución los contenga, sin embargo, los llamados Elementos Objetivos vendrían siendo el Motivo, el Contenido y el Fin, los cuales si son indispensables para analizar en el Acto Administrativo recurrido, estos se echan de menos, toda vez que a lo largo de la resolución no se encuentra debidamente motivadas las razones por las cuales decidieron tomar como monto el de una pensión alimentaria provisional, lejos de lo establecido en ese numeral 228 inciso c, ya que no se cumple con el supuesto de “sentencia judicial en firme”, aunado a esto no hace un análisis sustancioso o una diferenciación entre cada una de las figuras de la cuota alimentaria que establecen el ordenamiento, para después concluir en las razones de hecho y derecho que motivan el monto otorgado. 

EL MOTIVO COMO ELEMENTO ESENCIAL. Ernesto Jinesta Lobo, define el motivo como los “antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo y sobre las (sic) cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste”. Es decir, el motivo es el porqué, la justificación o las razones que tomó en cuenta la Administración para dictar el acto. En resumen, el Motivo es el antecedente que da lugar al acto, debe ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para dictarlo, algo que se echa de menos en la resolución recurrida. 

PRUEBA DOCUMENTAL 

1. Resolución de las quince horas y treinta minutos del catorce de mayo de dos mil veinte, del Juzgado Pensiones Alimentarias de Cartago, bajo el expediente: 20-000209-0772-PA – 5. 

2. Resolución de las once horas cincuenta y siete minutos del quince de diciembre de dos mil veinte, N° 2020002476 sentencia de segunda instancia, Juzgado de Familia de Cartago, bajo el expediente judicial Nº: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

PETITORIA.

Se revoque el ACUERDO RECURRIDO, propiamente Acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022 de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, UNICAMENTE EN LO AQUÍ RECURRIDO QUE TIENE QUE VER CON EL MONTO FIJADO COMO PENSION y en su lugar se DICTE nuevo acuerdo con la debida fundamentación fijando un monto de PENSION acorde a un análisis de las necesidades de la suscrita así como de las posibilidades económicas y con base a un monto real según se indicara en la resolución igual y no superior al 80% del monto que recibía mi esposo y aquí causante. En cuanto al otorgamiento del DERECHO DE PENSION, este no se recurre y se mantiene ya en firme.

(…)”
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En sesión N° 39-2021 del 27 de setiembre de 2021, artículo IV, se indicó que no era posible para esta Junta entrar a valorar el beneficio de pensión solicitado, hasta tanto no se tuviera a la vista el informe socioeconómico de la señora Gabriela Carballo Gómez, elaborado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, en el cual se pudiera determinar la dependencia económica de la petente.
Posteriormente, en sesión N° 42-2021 del 18 de octubre del 2021, artículo XIII, se dispuso solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, que concretara la fecha de visita para la entrevista socioeconómica de la Gabriela Carballo Gómez. 
Finalmente, en sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículo VIII, de conformidad con el artículo 228, inciso c de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y de acuerdo con la sentencia judicial del Juzgado de Familia de Cartago, de proceso de divorcio, expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), donde se le impuso un monto de pensión de ¢900,000.00 (novecientos mil colones exactos), se asignó a la señora Carballo Gómez el 42% del 80% del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Gómez Mena.
Manifestaciones de los integrantes:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano indica que se le dio la suma más alta a lo que Trabajo Social señaló, que la señora necesitaba para subsistir, y ella alega es que provisional, entonces propone, dejar la pensión provisional también, hasta que se fije el monto definitivo por parte del despacho jurisdiccional.
[bookmark: _Toc99633498]El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone trasladarlo a la Asesoría jurídica de la JUNAFO, para conocerlo en una próxima sesión. Y que con respecto a lo que indica don Arnoldo, discrepa, en razón de que el despacho no va imponer una pensión a una persona fallecida.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por recibida la nota presentada por la señora Claudia Gabriela Carballo Gómez, pensionada Judicial, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que rinda criterio jurídico, sobre las manifestaciones realizadas por la señora Carballo Gómez.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VIII
Documento N° 354-2022
En sesión N° 43-2021 del 25 de octubre de 2021, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El señor Carlos María Jiménez Vásquez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:

“Comparto y copio este texto con respeto y reconocimiento porque estoy de acuerdo con el autor. A ver representantes de los trabajadores y de los jubilados y jubiladas ya basta de omisiones y de estar viendo hacia otro lado.

Sobre este tema y el tema del aporte para la administración, más la prelación en las deducciones legales y las voluntarias, agradezco una audiencia oral para conocer la base legal y los criterios de la Junta para la gestión de esos temas.

"Pero…Señores, a pesar de la importancia que Uds le dan a este tema. Creo que existe algo más importante; por lo menos para este servidor. 

Sé que cuando yo muera, si no existe conflicto de intereses, la normativa establece que los beneficiarios de mi pensión deberán presentar la solicitud respectiva para que sus derechos sean reconocidos. 

Me informan que hecha la solicitud, la cual debe ser de inmediato, porque si dejan pasar más de Un Mes, no se les entregará el beneficio a partir de la fecha de mi muerte. Es decir sin dejarlos pasar un periodo de duelo, los beneficiarios deberán hacer de inmediato dicha solicitud, caso contrario el beneficio no será retroactivo a la fecha de mi muerte. 

Ahora bien: Desde la fecha de mi muerte, no importa el tiempo que pase, un día, tres, quince días, después que los beneficiarios hagan la solicitud para que se les adjudique la pensión a la que tienen derecho, DEBERÁN, léase bien, deberán esperar a que pasen OCHO MESES, ya que por normativa deberá esperarse a que se haga un estudio para determinar si los beneficiarios merecen recibir dicho beneficio. Por qué? Porque dicho estudio establece primero quienes tienen derecho al beneficio, establecer el monto que es menor al monto original que percibía el pensionado o con derecho a pensión, y otros aspectos generales que piden como requisitos. En estos días tan difíciles, falleció un compañero ya hace tiempo pensionado, cuya pensión alcanzaba apenas para brindar un apoyo económico apenas para sus alimentos y costos de alquiler y …el resto se los dejó a su imaginación!!! Su familia hizo la solicitud y a estas alturas les dicen que faltan aún varios meses para que luego del estudio, se pase el resultado para que la Junta Administradora del fondo, decida si se otorga o no dicha pensión a la familia beneficiaria. Es decir, esa familia ha tenido que pedir prestado, acudir a personas cercanas, familia y amigos para poder sobrevivir, porque la Corte decidió que deben pasar Más o menos OCHO MESES, que dura el estudio de adjudicación o rechazo de dicha pensión.

Me llamó la atención porque tuvimos que ayudar a esta familia a sobrevivir con lo que podíamos brindarle, y consultando tanto a la junta como al Depto de personal, me indicaron que el estudio lo realiza el personal del Depto de trabajo social del PJ. Y que ese trabajo es como un apoyo de ese Depto, ya que no cuentan con personal para este tipo de tareas. O sea que habrá que esperar que el Depto de trabajo Social haga el trabajo propio de esa oficina y luego saquen tiempo para hacer este tipo de estudios. LEAN BIEN: OCHO MESES, deben esperar estas familias para poder percibir este derecho que por ley está establecido. 

PREGUNTA: Señores de las Asociaciones y Sindicatos del Poder Judicial: Porque no enfocan sus baterías a que este derecho de los familiares que además de sufrir la pérdida de un ser querido, van a tener que pasar hambre y penumbras a causa de un mero trámite administrativo que de humano no tiene nada, sea entregado casi de inmediato, y sin ignorar la normativa. 

Se puede hacer y eso es posible. Ese derecho no es un regalo de la Corte a la familia del difunto, fue la cotización que él realizó con esfuerzo para que su familia no tenga que sufrir después de su partida. 

Designar un despacho exclusivo para que atienda dichos estudios a la mayor brevedad posible, que el tiempo sea el adecuado para que la familia pueda hacer frente a sus necesidades. 

Esta debería ser una de las metas u objetivos que deben perseguir las fuerzas vivas del PJ. Yo en lo personal haré lo que corresponde con el fin de que mi familia no tenga que pasar el sufrimiento doble que tiene que pasar la familia que les mencioné anteriormente. 

Independientemente de lo que yo proceda, creo que Uds deberán hacer la tarea, para que ninguna familia de los judiciales, tenga que pasar por el sufrimiento que ahora (en este momento) sigue pasando esta gran familia!!!"

Lo reprodujo Gustavo Zelaya; no sé quién es el autor

…”
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[bookmark: _Hlk67663557][bookmark: _Hlk72142191]Seguidamente, el señor Gustavo Chen Quesada, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:

“En el tema de la asignación de beneficiarios de pensión por defunción de persona jubilada y con el fin de reducir significativamente el tiempo para otorgarla, propongo que la Gerencia del Fondo construya una base de datos de herederos jubilatorios con el escaneo de las constancias de matrimonio y de nacimiento de hijos con derecho a pensión jubilatorio, además de la declaración correspondiente para las uniones libres. También, el documento estándar (formulario) de designación de beneficiarios por parte de la persona jubilada.

Con esa información, al momento de la presentación de la constancia de defunción se verificará la correspondencia de derechos y la Junta Administrativa girará la pensión *provisional* en las proporciones correspondientes. Provisional mientras se hace el estudio por parte de trabajo social. Será *pensión definitiva* cuando la Junta Administrativa tenga los resultados del estudio y resuelva lo que compete.

Será responsabilidad entregar y actualizar esa información a las personas jubiladas.

Así como se hace con el Socorro Mutuo donde se designan de antemano las personas beneficiarias, se agilizará la asignación de p rimeros beneficiarios de pensión.

Yo no veo limitante legal de hacerlo por reglamento, pues no se deja de cumplir lo estipulado por Ley. No obstante, se debe hacer la consulta legal de tal procedimiento.

…”

- 0 -

Además, la máster Ana María Trejos Zamora, Abogada del Bufete Hidalgo Trejos y Chin Wo, mediante correo electrónico del 18 de octubre de 2021, comunicó:

“Buenas tardes, Señores/ras. Como sugerencia respetuosa, estimo necesario y conveniente, que se haga una especie de protocolo, guía o reglas prácticas que sirvan de respaldo informativo y actualizado sobre trámites que deben cumplirse ante el evento inevitable del fallecimiento de algún/a jubilado/a o pensionado/a. 

Por experiencia en otros casos, hemos sabido de eventos muy dolorosos en medio de la angustia los familiares o allegados/as que andan buscando la información pertinente pues no todas las personas cuentan con los recursos y el conocimiento para ello, verdad?

Igualmente ocurre con el socorro mutuo y otros trámites que surgen en favor de los parientes.

Antes había hecho la sugerencia, sin recibir respuesta. 

Gracias por la atención, saludos cordiales.

…”

- 0 -

Se acuerda por unanimidad: 1.) Tener por conocidas las gestiones de las estimables personas jubiladas judiciales: Carlos María Jiménez Vásquez, Gustavo Chen Quesada y Ana María Trejos Zamora, relacionadas con recomendaciones para la atención de los trámites de pensión para los familiares de personas activas o jubiladas fallecidas. 2.) Solicitar al jubilado Jiménez Vásquez que remita las gestiones o consultas por escrito para que esta Junta Administradora valore el otorgamiento de la audiencia, o en su defecto, responder por escrito las interrogantes presentadas. Es menester indicar a las personas gestionantes, que este Órgano está en total disposición para responder cualquier consulta que presenten. 3.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO para que realice un estudio sobre las interrogantes indicadas por las personas gestionantes; estudio que deberá ser presentado a este Junta Administradora para valorar lo que se estime pertinente.””
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La máster Ana María Trejos Zamora, Abogada del Bufete Hidalgo Trejos y Chin Wo, mediante correo electrónico del 21 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“Buenos días. La semana pasada remitimos una nueva solicitud para que se implemente un manual de reglas prácticas o folleto instructivo, que contenga los trámites a cumplir en las distintas dependencias del Poder Judicial a la hora de hacer efectivo el derecho que atañe a la persona jubilada en el momento del fallecimiento, facilitando así esta penosa labor a sus parientes. La respuesta es que se procederá con el estudio en el marco de algunas tareas pendientes. 

Al respecto, debe señalarse que en el oficio No.- 930-2021, se indica que: en el artículo IX, documento No.- 1301-2021/1306-2021/ 1307-2021, de la sesión No.- 43-2021 celebrada el 25 de octubre de 2021 de la Junta Administradora de JUNAFO, se ordenó el estudio respectivo del análisis de estos temas, junto con otras situaciones que se enlistan. 

Sobre esto no sabemos cómo se ha procedido.

(…)

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Informa el máster Oslean Mora Valdez, que este acuerdo no fue debidamente puesto en conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, por esa razón es que no tenían pendiente de resolver, ese tema, por lo que toman nota y darán el trámite respectivo.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone se traslade a la Dirección de la JUNAFO, para que, en el plazo de 10 días hábiles, señale el estado actual de este asunto, y proponga mejoras al procedimiento que se está y estaría siguiendo en el futuro inmediato. Además, dado que no participó en la sesión, donde se conoció ese tema, señala que la idea es poder contar con insumos para la sesión en que revisarán los reglamentos de la JUNAFO.
Manifiesta el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que la señora Ana María, señala que se realice una especie de articulado de los trámites que deben realizar las personas, pero que eso ya se ha hecho muchas veces, sin embargo, en la respuesta que de la Dirección de la JUNAFO a este asunto, se le reiteren los pasos que deben de seguir y se explique muy bien que no es que se está durando 8 meses para otorgar las pensiones, y que mucho de ese tiempo depende del trabajo que tenga el Departamento de Trabajo Social, que no pertenece a la Junta.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, señala que se debe trasladar a la Administración, para que dé el proceso que se tiene completo, cómo funciona, ya que no podemos cambiar cosas, como Trabajo Social, que no depende de la Junta, se puede mejorar, pero hay cosas que no se pueden cambiar.
Interviene el doctor Juan Carlos Segura Solís, mostrando su preocupación por los atrasados en algunos casos, al fijar las pensiones.
Agrega el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que eso depende muchas veces de las fechas o citas que se les dan a las personas, y que a Trabajo Social le cuesta concretar, inclusive que hay situaciones, donde los servidores deben de ir hasta las casas de las personas, porque no llegan a las citas, y atrasan el proceso, pero que esas son cosas que no se dicen, que conoce el esfuerzo de las personas que trabajan en ese Departamento, pero que también el volumen de trabajo ahí, es muy importante.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo manifestado por la máster Ana María Trejos Zamora, Abogada del Bufete Hidalgo Trejos y Chin Wo, y previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica, rindan un informe en el plazo de 10 días hábiles, donde señalen el estado actual de este asunto indicado por la señora Trejos Zamora, y propongan mejoras al procedimiento que se está y estaría siguiendo en el futuro inmediato con respecto a la fijación y aprobación de las pensiones.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc99959772]ARTÍCULO IX
Documento Nº 1463-2021 / 372-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0208-JP/DJA-2022 del 30 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento en forma atenta se remiten los cálculos mediante los cuales se establece el monto por cobrar que el pensionado judicial (nombre 1), cédula número (valor 1), mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por sumas giradas de más. 

Lo anterior según lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo IX, que para lo que interesa acordó:

“[…] 2.) Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 50-2021 celebrada el 13 de diciembre de 2021, artículo VIII, en cuanto al porcentaje asignado al menor (nombre 1) para que este sea de un 34% sobre el 80% del monto que hubiese devengado de jubilación la señora Casal Cascante, y no de un 80% como en principio se le otorgó, lo cual equivale a ¢74,926.47 (setenta y cuatro mil novecientos veintiséis colones con 47/100), según el artículo N° 32, inciso “d”, del Reglamento General del Régimen de Pensiones del Poder Judicial, a partir del 7 de enero de 2022. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que realice el respectivo cobro por sumas giradas de más, sobre el beneficio de pensión de (nombre 1), del 7 de enero a la fecha de inclusión del beneficio del señor Mauricio Montero Astúa.” (subrayado no es del original).

De conformidad con dicho acuerdo esta oficina elaboró la cuenta por cobrar respectiva, por el período del 07 de enero de 2022 al 28 de febrero de 2022, la cual asciende a la suma de ¢213.368,55.

Con el oficio N° 147-JP/DJA-2022 de fecha 08 de marzo de 2022, se comunicó al representante legal del menor (nombre 1) mediante correo electrónico el 11 de marzo de 2022, la cuenta por cobrar por la suma girada de más (se anexan diligencias). 

En dicho oficio se indica que, de gestionar un arreglo de pago se le brindará un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la fecha de notificación. El viernes 25 de marzo de 2022 se cumplió el tiempo establecido para presentar la solicitud de arreglo de pago pertinente, sin embargo, a la fecha el representante legal del pensionado no ha brindado respuesta a la notificación efectuada por esta oficina.

Cabe mencionar que, a la fecha el monto bruto mensual del beneficio del pensionado (nombre 1) es por la suma de ¢76.829,60.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para conocimiento y lo que a bien estime resolver, en relación con la cuenta por cobrar a nombre del pensionado (nombre 1).”

- 0 -
En sesión N° 50-2021 celebrada el 13 de diciembre de 2021, artículo VIII, se acogió la solicitud de pensión que presentó el señor Mauricio Montero Astúa, en calidad de representante legal del menor (nombre 1), hijo de la servidora judicial fallecida Kimberly Casal Cascante, cuya asignación mensual sería equivalente al 80% del monto de la jubilación que hubiese recibido la servidora judicial al momento de su deceso, sea la suma de ¢220,371.98 (doscientos veinte mil trescientos setenta y un colones con 98/100) mensuales en bruto con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento sería a partir del 5 de agosto de 2021.
Posteriormente, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo IX, se aprobó la solicitud de pensión que formuló el señor Mauricio Montero Astúa, cuya asignación mensual sería de ¢145,445.51 (ciento cuarenta y cinco mil cuatrocientos cuarenta y cinco colones con 51/100) mensuales en bruto, equivalente al 66% sobre el 80% del monto de la jubilación que hubiese recibido la servidora judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento sería a partir del 7 de enero de 2022. Por lo anterior, se solicitó modificar el acuerdo tomado en sesión N° 50-2021 celebrada el 13 de diciembre de 2021, artículo VIII, en cuanto al porcentaje asignado al menor (nombre 1)para que este sea de un 34% sobre el 80% del monto que hubiese devengado de jubilación la señora Casal Cascante, y no de un 80% como en principio se le otorgó, lo cual equivaldría al ¢74,926.47 (setenta y cuatro mil novecientos veintiséis colones con 47/100), según el artículo N° 32, inciso “d”, del Reglamento General del Régimen de Pensiones del Poder Judicial, a partir del 7 de enero de 2022 y se hizo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que realizara el respectivo cobro por sumas giradas de más, sobre el beneficio de pensión de (nombre 1), del 7 de enero a la fecha de inclusión del beneficio del señor Mauricio Montero Astúa.
- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0208-JP/DJA-2022 del 30 de marzo de 2022, sobre las sumas giradas de más, al pensionado (nombre 1), del período del 07 de enero de 2022 al 28 de febrero de 2022, la cual asciende a la suma de ¢213.368,55. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, la presente gestión, con el fin de recuperar el monto indicado.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO X
Documento N° 132-2021 / 373-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0067-SAF/DJA-2022 del 31 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 28 de febrero 2022, de lo cual es importante indicar: 
 
· Para que esta Dirección realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el BCR Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema Integrado de Carteras de Inversión (SCI).

· Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento.

Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares y colones, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales han sido presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.

Por último, es importante destacar que se continua con la mejoría significativa en cuanto a las diferencias detectadas en meses anteriores, de lo cual la Custodia del Banco de Costa Rica aplicó mejoras en la información presentada, conforme se había comprometido.

(…)

Anexos:




…”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0067-SAF/DJA-2022, del 31 de marzo de 2022, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en la Dirección de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 28 de febrero 2022. 2) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XI
Documento N° 375-2022
El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-346-2022 del 31 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 7523, “Régimen Privado de Pensiones Complementarias y Reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio[footnoteRef:1]”, se comunica el inicio de un estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FPJ), con el propósito de evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas en el FPJ, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos. [1:  Reformado según Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador] 


El Estudio iniciará con una reunión virtual (Microsoft Teams) programada para el 28 de abril de 2022 a las 2:00 p.m., en la que se presentará al equipo de supervisión, se comunicará el objetivo del trabajo y se coordinará la remisión de información importante para su ejecución.

Durante el desarrollo de este estudio, se coordinará la información a solicitar y las reuniones virtuales que sean necesarias (por Microsoft Teams) con los encargados del proceso y los responsables de la parte técnica. Se recomienda coordinar con el asesor actuarial del Fondo para contar con su participación durante la ejecución del Estudio.

Se agradece de antemano su colaboración a los funcionarios que realizarán el trabajo: Rocío Hernández Morelli, Líder de Supervisión; José Francisco Solís Camacho, Supervisor Principal; Rafael Chavarría Delvó, Supervisor Principal, y a los supervisores: Tatiana Martínez Navarro y Diego Sáenz Castro o cualquier otro funcionario que se incorpore al equipo de trabajo durante el estudio.

Por último, se le solicita coordinar la remisión de la siguiente información preliminar requerida, la cual deberá estar disponible previo a la reunión de inicio; durante la ejecución del estudio, como se citó anteriormente, se solicitará la información adicional que sea necesaria:

1. Normativa relacionada con el proceso de reconocimiento y traslado de cotizaciones (tanto interna como externa).
2. Políticas, manuales, procedimientos, y documentación relacionada con el proceso de reconocimiento y traslado de cotizaciones.

Se copia al señor Alejandro José Martínez Obando, en atención a su solicitud, ya que como resultado del análisis de la información que suministró, se determinó la importancia y necesidad de realizar este estudio.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Propone el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, incluir un punto, donde se mantenga informada a la Junta, sobre la visita de la SUPEN.
Consulta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que si él podría estar presente en esa reunión.
Responde el máster Oslean Mora Valdez que, si tiene la disponibilidad, sería lo ideal.
Señala el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, con la participación del Presidente, se daría el canal de información con la Junta.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación hecha por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-346-2022 del 31 de marzo de 2022, sobre el inicio de un estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el propósito de evaluar el proceso técnico que se realiza para la estimación de los montos correspondientes para el reconocimiento de cuotas en el FPJ, así como el traslado de cotizaciones hacia otros regímenes básicos. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, con el fin de que se remita la información requerida por la SUPEN, de previo a iniciar el estudio, y se tomen las previsiones correspondientes para la coordinación de las reuniones. 3.) Convocar al doctor Juan Carlos Segura Solís, en su condición de Presidente de la JUNAFO, para que se encuentre presente en la reunión del 28 de abril de 2022, a las 14:00 horas, con la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ENTRA DEL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
ARTÍCULO XII
Documento N° 412-2022
Manifiesta el máster Oslean Mora Valdez, que con base en el acompañamiento que realiza la Prosecretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, la licenciada Angie Ampié Gutiérrez, al Comité de Auditoría, según lo acordado por esta Junta, en sesión N° 9-2022 celebrada el 23 de febrero de 2022, artículo único, donde se dispuso que, en adelante la Dirección de la JUNAFO, brindaría apoyo logístico al Comité de Auditoría. Además, en razón de que dicho Comité se reúne en horas no laborales, es que se solicita la aprobación del pago de horas extras, al puesto de Prosecretaria.
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que él está de acuerdo con el pago de las horas extras, pero que debería ser a cualquier persona servidora de la Dirección de la JUNAFO, que brinde apoyo a los Comités, porque hoy es el Comité de Auditoría, pero se podría presentar una emergencia en cualquiera de los otros Comités que se tenga que atender fuera de la jornada, por lo que debería ser general. 
Señala el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que sí, que se debería dejar más abierto el pago de horas extras, para cuando lo considere pertinente la Administración.
Dice el doctor Juan Carlos Segura Solís que él tiene una duda, si dependiendo de la naturaleza jurídica del cargo, de los funcionarios y funcionarias, no es permitido el pago de horas extras, salvo casos excepcionales.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que el régimen que cubriría un caso para no hacer el pago de horas extras, es el régimen de confianza, ya que son los puestos que no tienen un horario de carácter estricto y por lo tanto no se le debería de aplicar tan sencillo el pago de horas extras.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, autorizar el pago de horas extras, para aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que, en razón de los horarios fuera de la jornada laboral, para las sesiones de los diferentes Comités de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en las que presten asistencia para temas de agendas y actas. 2.) Comunicar este acuerdo al Consejo Superior del Poder Judicial, a fin de solicitar se autoricen a las oficinas respectivas, la colaboración para los trámites que correspondan según la normativa aplicable. 3.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO el presente acuerdo para su seguimiento e implementación oportuna.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
ARTÍCULO XIII
Documento N° 396-2022
[bookmark: _GoBack]Manifiesta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que él quisiera saber que ha pensado la administración, con respecto a los acuerdos tomados por la Corte Plena y el Consejo Superior, referentes a la normalidad que se va a tomar, sobre la presencialidad, y que han dispuesto sobre ese tema.
Informa el máster Oslean Mora Valdez, que es un tema que se tiene que conversar, porque la circular que emite la Corte Plena, y avala para los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial, habla acerca de la necesidad de presencialidad, donde exista atención al público, principalmente, y deja un espacio para que se valore a nivel de jefatura, los puestos que puedan seguir bajo la modalidad de teletrabajo. Además, indica que, a lo interno de la administración, se han analizado cuales son los puestos que tiene que tener presencialidad, que son básicamente los encargados de atención al cliente, y que las demás personas servidoras, poseen las características, para continuar desarrollando la opción de teletrabajo. Asimismo, señala que se hizo una matriz donde se está manejando un esquema mixto de 2 días presenciales y 3 días de teletrabajo, para los funcionarios, considerando que la modalidad de teletrabajo se ha venido desarrollando durante los últimos 2 años, con resultado bastante exitosos, a lo interno de la gestión del Fondo de Jubilaciones, y que también, se está considerando que las sesiones de trabajos puntuales, cuando así sea requerido por la Junta Administradora, las jefaturas estarían a la disposición cuando se les convoque.
Agrega el licenciado Parris Quesada Madrigal que es importante, no solo relacionar el teletrabajo con la efectividad de la función judicial, si no también que se valore la parte social de las personas, si se han visto afectados de estar en las casas o si se han visto beneficiados.
Dice el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que él agradecería que se remita por parte de la Dirección de la JUNAFO, una propuesta formal, de conformidad a los acuerdos tomados por el Consejo Superior y la Corte Plena, los reglamentos, los puestos que son teletrabajables, y que eso que indica el licenciado Parris Quesada Madrigal, es muy importante, ya que hay personas que quieren volver, por distintas razones, entonces que sea valorado por la Dirección. Además, que esto tiene replica, por ejemplo, en lo relacionado con los espacios que realmente va a requerir el personal. Igualmente, que se indique cuantas gestiones hay de manera presencial, o si todo se está atendiendo vía correo, todo esto, para poder tomar una decisión.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
Señala la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que le parece muy válida la solicitud de don Rodrigo y de los demás integrantes de la JUNAFO, pero que es importante indicarles, que todo esto ya ha sido valorado, en cuanto a los espacios, en el edifico impala, los espacios de parqueo, que las personas no estén juntas, los días que vienen, y que no haya aglomeración en el comedor, por lo que se cuenta con un microondas en la oficina, además se les consulto a las personas servidoras si querían permanecer en la modalidad de teletrabajo o regresar a la oficina, ente otras cosas.
Interviene el doctor Juan Carlos Segura Solís, en el sentido que si ya la Dirección de la JUNAFO, tiene el informe realizado y ya se ha conversado sobre el tema, no hay necesidad de volver a traerlo a la Junta.
Responde el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que el sí preferiría verlo, y tomar un acuerdo, por responsabilidad y salvaguardar las acciones de la administración.
Añade el doctor Juan Carlos Segura Solís que, también se debe tomar un acuerdo sobre las sesiones de la Junta, si serán presenciales o continuarán siendo virtuales.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de las manifestaciones expuestas por los integrantes de esta Junta, así como de la Dirección y Subdirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en consecuencia, previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección de la JUNAFO, que remita una propuesta formal, para valorar la continuidad de la modalidad de teletrabajo, o retomar la presencialidad de las personas servidoras, tomando en consideración los acuerdos tomados por la Corte Plena y Consejo Superior, así como los demás factores indicados anteriormente. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 398-2022
Solicita el licenciado Freddy Chacón Arrieta que, para la sesión del 20 de abril de 2022, se considera realizar una agenda viable, para poder conocer todos los acuerdos, que sea analizada de previo por la Dirección y de la Presidencia de la JUNAFO, con el fin de que se determine que es la adecuada.
Además, solicita que, entre la agenda, uno de los primeros temas, sea lo relacionado con el crédito de Coopejudicial, debido al tiempo que ha transcurrido y la necesidad del colectivo judicial, y se debe tocar el tema cuanto antes, ya que se ha hecho engorroso y ha pasado por una tramitología bastante extensa.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: La Secretaría de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo, con el fin de que envíe la agenda de la sesión del 20 de abril, a revisión previa de la Dirección y Presidencia de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las once horas tres minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís         Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora        Secretario Junta Administradora
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[bookmark: _Toc263067296][bookmark: _Toc20206009]I. INFORMACIÓN GENERAL.



1.1 Antecedente: 



En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo Financiero, realizó el análisis comparativo de títulos valores de las inversiones relativas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por el BCR Custodio.



Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos artículo N.º 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de custodia de valores, que establece:



“…Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del tiempo cumplan con lo siguiente:



a. El envío por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de los fondos, luego que estos se produzcan.



b. Reporte periódico a la entidad regulada del detalle de títulos bajo su custodia, así como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos, comisiones y cualquier otro que corresponda.



c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los mecanismos de control deben procurar al menos la conciliación diaria de las posiciones.



d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del ciclo de liquidación…”



1.2 Procedimiento:



El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados[footnoteRef:1], así como los títulos valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de acuerdo con la información obtenida con corte al 28 de febrero de 2022. [1: Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico.
] 


1.3 Situaciones detectadas:



En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propósito de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó:



· Los cupones se reflejaban agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible conciliarlos individualmente.

· Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversión (diferencias en decimales). 



Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el BCR Custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliación.



Para este período, el análisis comparativo de la información brindada por los emisores y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de escasa relevancia, a continuación, el detalle: 

[bookmark: _Toc263067315][bookmark: _Toc394419789][bookmark: _Toc20206012]
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II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES



En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, siendo que hay diferencias no significativas las cuales se deben a:

· El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no contiene toda la información necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera de Inversiones (SCI).

· En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR, esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta, conforme la exoneración del impuesto sobre la renta que goza el FJPPJ.   

· Se dará seguimiento en conjunto con el BCR Custodio respecto a las diferencias detectadas producto del proceso de conciliación.

En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existía en los cupones en colones. 











				Lcda. Yesenia Flores Chacón



		Jefa, a.i. Subproceso Administrativo Financiero

Dirección de la JUNAFO
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Inversiones de ofras dependencias

Saldos ajustados.

Diferencia
Notas:

COLONES DOLARES Participacio F@
118R0S BANCOS (8R0S BANCOS LBROS__BANCOS
48120071520005 | 481200715 198,01 | 50100556,79 | 5616055678 | 61581700 | 615817,00
203207904 76730 | 203207745 08031 | 940006123 ] o as031002
#6384 408 709 967,35 | 684 408 460 278,32 $65 629 618,02 $65 629 866.80| 615817,00 | 615817,00
o o001
[ 249686,99] [ (5248 79)]
684 408709 967,35 |  £684 408 709 967,35 $65629 618,02 $65 629 618,02 615817,00 | 615817,00
T T T T T -

(1) Las diferencias indicadas corresponden a ajustes de redondeo en el proceso de convertirtasas brutas a netas conforme la exoneracion de impussto de Ia renta quel

goza el FJPP)

(2) Se refiere a los Fondos de inversi6n cerrados adquiridos 3 través de las sociedades administradoras de Fondos de inversién (SAFI), asi como las participaciones en

inversiones de Mercados Intemacionles,
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